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RECURSO	DE	REVISIÓN	
	
EXPEDIENTE:	IVAI-REV/1439/2016/III	
	
RECURRENTE:	 --------------------------------
---------------	
	
SUJETO	OBLIGADO:	Comisión	Municipal	
de	 Agua	 Potable	 y	 Saneamiento	 de	
Emiliano	Zapata	
	
ACTO	 RECLAMADO:	 Omisión	 de	 dar	
respuesta	
	
COMISIONADO	 PONENTE:	 José	 Rubén	
Mendoza	Hernández	
	
SECRETARIO	 DE	 ESTUDIO	 Y	 CUENTA:	
Miguel	Ángel	Apodaca	Martínez	

	
Xalapa,	de	Enríquez,	Veracruz	a	siete	de	febrero	de	dos	mil	diecisiete.		
	
De	las	constancias	que	obran	en	autos,	se	desprenden	los	siguientes:	

	
H E C H O S 	

	
I.	 El	 nueve	 de	 noviembre	 de	 dos	 mil	 dieciséis,	 la	 parte	 recurrente	

presentó	 una	 solicitud	 de	 información	 vía	 Plataforma	 Nacional	 de	
Transparencia,	 a	 la	Comisión	Municipal	 de	Agua	Potable	 y	 Saneamiento	
de	Emiliano	Zapata,	quedando	registrada	con	el	número	de	folio	01097216,	
solicitando	lo	siguiente:	

“...	
Requiero	 la	 información	 sobre	 la	 compra	 de	 la	 bomba	de	 agua	 que	 se	 realizo	
para	el	pozo	ubicado	en	el	fraccionamiento	Residencia	Dos	Ríos	Homex,	en	dicha	
información	 requiero	 una	 copia	 del	 cheque	 o	 transferencia	 electrónica	 donde	
este	el	monto	que	se	pago	de	la	bomba	y	el	nombre	de	la	empresa	a	la	cual	le	fue	
adquirida.	
También	requiero	que	me	proporcionen	una	copia	del	dictamen	que	le	hicieron	
a	la	bomba	que	cambiaron	donde	se	especifique	el	motivo	por	el	cual	se	tuvo	que	
cambiar	dicha	bomba.	
Tambien	 requiero	 que	me	 proporcionen	 una	 copia	 del	 recibo	 de	 luz	 que	 esta	
pagando	 el	 municipio	 por	 concepto	 de	 luz	 del	 pozo	 del	 fraccionamiento	
Residencial	Dos	Ríos	Homex.	[sic]	
...”	
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II.	Ante	 la	 falta	de	 respuesta	del	 sujeto	obligado,	 el	 trece	de	diciembre	
siguiente,	 el	 ahora	 promovente	 interpuso	 vía	 Sistema	 Infomex-Veracruz,	 el	
presente	recurso	de	revisión.	

III.	 Mediante	 acuerdo	 dictado	 en	 esa	 misma	 fecha,	 se	 tuvo	 por	
presentado	 el	 recurso	 y	 se	 ordenó	 remitirlo	 a	 la	 ponencia	 a	 cargo	 del	
comisionado	José	Rubén	Mendoza	Hernández.	

IV.	 El	 dieciséis	 de	 diciembre	 del	 año	 dos	 mil	 dieciséis,	 se	 admitió	 el	
recurso	 dejándose	 a	 disposición	 del	 sujeto	 obligado	 y	 del	 recurrente	 el	
expediente	para	que	en	un	plazo	máximo	de	siete	días	hábiles	manifestaran	
lo	que	a	su	derecho	conviniera.	

V.	 El	 once	 de	 enero	 del	 año	 en	 curso,	 compareció	 el	 sujeto	 obligado	
mediante	el	Sistema	Infomex-Veracruz,	adjuntando	el	oficio	003/17,	signado	
por	la	titular	de	la	Unidad	de	Acceso	a	la	Información	del	sujeto	obligado,	al	
que	adjuntó	diversa	documentación;	asimismo	se	recibió	en	 la	misma	 fecha	
en	la	oficialía	de	partes	de	este	instituto	el	oficio	número	013/17,	signado	por	
la	referida	titular	de	la	unidad	de	acceso	y	dirigido	al	aquí	recurrente,	 junto	
con	diversa	información.	

VI.	 Por	 acuerdo	 de	 fecha	 veinte	 de	 enero	 siguiente,	 se	 tuvo	 por	
presentado	al	sujeto	obligado	realizando	sus	manifestaciones	y	por	recibida	
la	 documentación	 enviada;	 en	 el	 citado	 proveído	 se	 requirió	 al	 sujeto	
obligado	para	que	en	el	término	de	tres	días	hábiles	informara	si	contaba	con	
la	 autorización	 del	 titular	 de	 los	 datos	 personales	 correspondientes	 a	 las	
cuentas	 bancarias	 y	 clabe	 electrónica	 del	 beneficiario,	 contenidos	 en	 las	
documentales	 identificadas	 como	 “ORDEN	 DE	 PAGO”,	 “Impresión	 de	
Comprobante	de	Traspasos	en	Otros	Bancos”	así	como	la	que	se	observa	en	
su	 margen	 superior	 derecho	 el	 número	 000245,	 y	 de	 ser	 así	 enviara	 el	
documento	que	así	lo	compruebe	o	en	su	caso,	remitiera	la	versión	pública	de	
las	documentales	señaladas;	apercibiéndolo	que	en	caso	de	no	actuar	así,	se	
resolvería	con	las	constancias	que	obren	en	autos,	quedando	bajo	resguardo	
en	el	secreto	de	la	secretaría	de	acuerdos,	las	documentales	aludidas;	de	igual	
manera	 se	 ordenó	 digitalizar	 la	 documentación	 que	 no	 contiene	 datos	
personales	 a	 efecto	 de	 ser	 remitidas	 a	 la	 parte	 recurrente	 requiriéndosele	
para	que	en	un	término	no	mayor	a	tres	días	hábiles	manifestara	lo	que	a	su	
derecho	conviniera.	

VII.	Por	diverso	acuerdo	de	 fecha	veinte	de	enero	del	año	en	curso,	el	
Pleno	 del	 instituto	 determinó	 ampliar	 el	 término	 para	 resolver,	 en	 razón	 a	
que	se	encontraba	transcurriendo	el	plazo	otorgado	a	las	partes.	

VIII.	En	fecha	treinta	de	enero	del	presente	año,	se	recibió	en	la	oficialía	
de	 partes	 de	 este	 instituto	 el	 oficio	 0029/17	 signado	 por	 la	 Titular	 de	 la	
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Unidad	 de	 Acceso	 a	 la	 Información	 del	 sujeto	 obligado;	 mediante	 el	 cual	
realiza	 diversas	 manifestaciones	 con	 relación	 al	 requerimiento	 efectuado	
mediante	el	acuerdo	de	fecha	veinte	de	enero	del	actual	año.	

En	razón	de	lo	anterior,	por	acuerdo	de	fecha	treinta	y	uno	de	enero	del	
año	 en	 curso,	 se	 tuvo	 por	 presentado	 al	 sujeto	 obligado	 y	 por	 hechas	 sus	
manifestaciones,	agregándose	al	presente	expediente	el	oficio	0029/17.	

IX.	 Por	 acuerdo	 de	 fecha	 siete	 de	 febrero	 del	 presente	 año,	 previa	
certificación	 de	 la	 Secretaria	 de	 Acuerdos	 de	 que	 no	 se	 recibió	 promoción	
alguna	 relacionada	 con	 la	 vista	 otorgada	 a	 la	 parte	 recurrente,	 se	 declaró	
cerrada	la	Instrucción	y	se	turnó	el	proyecto	de	resolución.	

Seguido	el	procedimiento	en	todas	sus	fases,	se	presentó	el	proyecto	de	
resolución	conforme	a	las	siguientes:	

C	O	N	S	I	D	E	R	A	C	I	O	N	E	S	

PRIMERA.	Competencia.	El	Pleno	del	Instituto	Veracruzano	de	Acceso	
a	la	Información	y	Protección	de	Datos	Personales	es	competente	para	conocer	
y	 resolver	 los	 recursos	 de	 revisión,	 que	 tienen	 por	 objeto	 salvaguardar	 y	
garantizar	el	derecho	a	 la	 información	y	 la	protección	de	datos	personales,	y	
que	 son	 presentados	 en	 contra	 de	 las	 respuestas	 emitidas	 por	 el	 sujeto	
obligado,	así	como	por	las	omisiones	de	las	mismas.	

Lo	anterior,	con	fundamento	en	lo	previsto	en	los	artículos	6,	párrafos	
segundo	 y	 cuarto,	 apartado	 A,	 fracción	 IV	 de	 la	 Constitución	 Política	 de	 los	
Estados	Unidos	Mexicanos,	6	párrafos	séptimo,	octavo	y	noveno	y	67,	párrafo	
segundo	 fracción	 IV	 apartado	 4,	 de	 la	 Constitución	 Política	 del	 Estado	 de	
Veracruz	 de	 Ignacio	 de	 la	 Llave;	 77,	 80,	 fracción	 II,	 89,	 90,	 fracción	XII,	 192,	
193,	215	y	216	de	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública	
para	 el	 Estado	 de	 Veracruz	 de	 Ignacio	 de	 la	 Llave;	 73,	 74	 y	 75	 de	 los	
Lineamientos	Generales	para	Regular	el	Procedimiento	de	Substanciación	del	
Recurso	de	Revisión,	y	9,	inciso	A),	fracción	III,	del	Reglamento	Interior	de	este	
instituto.	

SEGUNDA.	 Requisitos	 de	 procedibilidad.	 Este	 cuerpo	 colegiado	
advierte	que	en	el	presente	recurso	de	revisión	se	encuentran	satisfechos	 los	
requisitos	formales	y	substanciales	previstos	en	el	artículo	159	de	la	Ley	875	
de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública	para	el	Estado	de	Veracruz	
de	 Ignacio	de	 la	 Llave,	 toda	vez	que	 en	 el	mismo	 se	 señala:	 I.	 El	 nombre	del	
recurrente	 o,	 en	 su	 caso,	 de	 su	 representante	 o	 del	 tercero	 interesado;	 II.	
Domicilio	para	oír	y	recibir	notificaciones	o	correo	electrónico;	III.	La	Unidad	
de	Transparencia	del	Sujeto	obligado	ante	la	cual	se	presentó	la	solicitud	cuyo	
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trámite	da	origen	al	recurso;	IV.	La	fecha	en	que	se	le	notificó	al	solicitante	o	en	
la	que	tuvo	conocimiento	del	acto	que	motiva	el	recurso	o	de	presentación	de	
la	solicitud,	en	caso	de	falta	de	respuesta;	V.	El	acto	o	resolución	que	recurre	y,	
en	su	caso,	el	número	de	expediente	que	identifique	el	mismo,	o	el	documento	
con	 el	 que	 acredite	 la	 existencia	 de	 la	 solicitud	 o	 los	 datos	 que	 permitan	 su	
identificación	en	la	Plataforma	Nacional;	VI.	La	exposición	de	los	agravios;	VII.	
La	 copia	 de	 la	 respuesta	 que	 se	 impugna	 y,	 en	 su	 caso,	 de	 la	 notificación	
correspondiente,	salvo	en	el	caso	de	falta	respuesta	de	la	solicitud,	y	VIII.	En	su	
caso,	 pruebas	 que	 tengan	 relación	 directa	 con	 el	 acto	 o	 resolución	 que	 se	
recurre.	

Lo	anterior,	conforme	a	lo	previsto	en	los	artículos	155,	156	y	157,	de	la	
Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública	para	el	Estado	de	
Veracruz	de	Ignacio	de	la	Llave;	y	en	lo	que	no	se	oponga,	el	numeral	63	de	los	
Lineamientos	Generales	para	Regular	el	Procedimiento	de	Substanciación	del	
Recurso	de	Revisión.	

Por	lo	que	al	no	advertirse	la	actualización	de	alguna	de	las	causales	de	
improcedencia	 o	 sobreseimiento	 previstas	 en	 los	 artículos	 222	 y	 223	 de	 la	
multicitada	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública,	este	
organismo	debe	entrar	al	estudio	de	fondo	del	recurso	de	revisión.	

	
TERCERA.	Estudio	de	 fondo.	 Previo	 al	 estudio	de	 fondo	es	menester	

señalar	que:	

De	 conformidad	con	el	 texto	vigente	del	 artículo	1°	de	 la	Constitución	
Política	 de	 los	 Estados	 Unidos	 Mexicanos,	 modificado	 por	 el	 decreto	 de	
reforma	constitucional	publicado	en	el	Diario	Oficial	de	 la	Federación,	el	diez	
de	 junio	 de	 dos	 mil	 once,	 en	 materia	 de	 derechos	 fundamentales,	 nuestro	
orden	 jurídico	 tiene	 dos	 fuentes	 primigenias:	 los	 derechos	 fundamentales	
reconocidos	 en	 la	 Constitución;	 y	 todos	 aquellos	 derechos	 humanos	
establecidos	 en	 tratados	 internacionales	 de	 los	 que	 el	 Estado	 mexicano	 es	
parte.	

Las	 normas	 provenientes	 de	 ambas	 fuentes	 gozan	 de	 rango	
constitucional	 y,	 por	 tanto,	 son	 normas	 supremas	 del	 ordenamiento	 jurídico	
mexicano.	 Esto	 implica	 que	 los	 valores,	 principios	 y	 derechos	 que	 ellas	
materializan	deben	permear	 en	 todo	 el	 orden	 jurídico,	 obligando	 a	 todas	 las	
autoridades	 a	 su	 aplicación	 y,	 en	 aquellos	 casos	 en	que	 sea	procedente,	 a	 su	
interpretación.	

El	 derecho	 de	 acceso	 a	 la	 información	 está	 regulado	 en	 el	 segundo	
párrafo	 del	 artículo	 6°	 de	 la	 referida	 Constitución;	 13	 de	 la	 Convención	
Americana	sobre	Derechos	Humanos	y	19	del	Pacto	Internacional	de	Derechos	
Civiles	y	Políticos.	
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El	 artículo	 6º	 constitucional,	 en	 su	 apartado	 A,	 fracción	 I,	 señala	 que	
toda	 la	 información	 en	 posesión	 de	 cualquier	 autoridad,	 entidad,	 órgano	 y	
organismo	de	los	Poderes	Ejecutivo,	Legislativo	y	Judicial,	órganos	autónomos,	
partidos	 políticos,	 fideicomisos	 y	 fondos	 públicos,	 así	 como	 de	 cualquier	
persona	física,	moral	o	sindicato	que	reciba	y	ejerza	recursos	públicos	o	realice	
actos	de	autoridad	en	el	ámbito	federal,	estatal	y	municipal,	es	pública	y	sólo	
podrá	 ser	 reservada	 temporalmente	 por	 razones	 de	 interés	 público	 y	
seguridad	nacional,	en	los	términos	que	fijen	las	leyes.	En	la	interpretación	de	
este	derecho	deberá	prevalecer	el	principio	de	máxima	publicidad.	

Asimismo,	 el	 derecho	 de	 petición	 consagrado	 en	 el	 artículo	 8º	
constitucional	implica	la	obligación	de	las	autoridades	de	dictar	a	una	petición	
hecha	por	escrito,	esté	bien	o	mal	formulada,	un	acuerdo	también	por	escrito,	
que	debe	hacerse	saber	en	breve	término	al	peticionario.	

Aunado	 a	 ello,	 el	 ya	 referido	 artículo	 6º	 de	 la	 propia	 Constitución	
federal,	 establece	 que	 el	 derecho	 a	 la	 información	 será	 garantizado	 por	 el	
Estado.		

Ambos	 derechos,	 reconocidos	 además	 en	 tratados	 internacionales	 y	
leyes	 reglamentarias,	 se	 encuentran	 vinculados	 y	 relacionados	 en	 la	medida	
que	garantizan	a	los	gobernados	el	derecho,	no	sólo	a	que	se	les	dé	respuesta	a	
sus	 peticiones	 por	 escrito	 y	 en	 breve	 término,	 sino	 que	 se	 haga	 con	 la	
información	 completa,	 veraz	 y	 oportuna	 de	 que	 disponga	 o	 razonablemente	
deba	disponer	la	autoridad,	lo	que	constituye	un	derecho	fundamental	tanto	de	
los	individuos	como	de	la	sociedad.	

Se	ha	establecido	por	parte	de	la	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación,	
que	el	acceso	a	 la	 información	se	distingue	de	otros	derechos	intangibles	por	
su	 doble	 carácter:	 como	 un	 derecho	 en	 sí	 mismo	 y	 como	 un	 medio	 o	
instrumento	para	el	ejercicio	de	otros	derechos.		

En	 efecto,	 además	 de	 un	 valor	 propio,	 la	 información	 tiene	 uno	
instrumental	 que	 sirve	 como	 presupuesto	 del	 ejercicio	 de	 otros	 derechos	 y	
como	 base	 para	 que	 los	 gobernados	 ejerzan	 un	 control	 respecto	 del	
funcionamiento	 institucional	 de	 los	 poderes	 públicos,	 por	 lo	 que	 se	 perfila	
como	un	límite	a	la	exclusividad	estatal	en	el	manejo	de	la	información	y,	por	
ende,	como	una	exigencia	social	de	todo	Estado	de	Derecho.		

Así,	el	acceso	a	la	información	como	garantía	individual	tiene	por	objeto	
maximizar	el	campo	de	la	autonomía	personal,	posibilitando	el	ejercicio	de	la	
libertad	 de	 expresión	 en	 un	 contexto	 de	mayor	 diversidad	 de	 datos,	 voces	 y	
opiniones;	 incluso	 algunos	 instrumentos	 internacionales	 lo	 asocian	 a	 la	
libertad	de	pensamiento	y	expresión,	a	 las	 cuales	describen	como	el	derecho	
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que	comprende	la	libertad	de	buscar,	recibir	y	difundir	informaciones	e	ideas	
de	toda	índole.		

Por	 otro	 lado,	 el	 acceso	 a	 la	 información	 como	 derecho	 colectivo	 o	
garantía	 social	 cobra	 un	 marcado	 carácter	 público	 en	 tanto	 que	
funcionalmente	tiende	a	revelar	el	empleo	 instrumental	de	 la	 información	no	
sólo	 como	 factor	 de	 autorrealización	 personal,	 sino	 como	 mecanismo	 de	
control	 institucional,	 pues	 se	 trata	 de	 un	 derecho	 fundado	 en	 una	 de	 las	
características	principales	del	gobierno	republicano,	que	es	el	de	la	publicidad	
de	los	actos	de	gobierno	y	la	transparencia	de	la	administración.	

Por	 tanto,	 este	 derecho	 resulta	 ser	 una	 consecuencia	 directa	 del	
principio	 administrativo	 de	 transparencia	 de	 la	 información	 pública	
gubernamental	 y,	 a	 la	 vez,	 se	 vincula	 con	 el	 derecho	 de	 participación	 de	 los	
ciudadanos	 en	 la	 vida	 pública,	 protegido	 por	 la	 Constitución	 Política	 de	 los	
Estados	Unidos	Mexicanos.	

Lo	anterior	se	estableció	en	 la	 jurisprudencia	de	rubro:	ACCESO	A	LA	
INFORMACIÓN.	 SU	 NATURALEZA	 COMO	 GARANTÍAS	 INDIVIDUAL	 Y	
SOCIAL,	 publicada	 en	 el	 Semanario	 Judicial	 de	 la	 Federación	 y	 su	 Gaceta,	
Novena	 Época,	 Tomo	 XXVII,	 junio	 de	 2008,	 página	 743,	 Pleno,	 tesis	 P./J.	
54/2008;	 véase	 ejecutoria	 en	 el	 Semanario	 Judicial	 de	 la	 Federación	 y	 su	
Gaceta,	Novena	Época,	Tomo	XXVII,	abril	de	2008,	página	1563.	

Para	la	efectiva	tutela	del	derecho	a	acceder	a	la	información	pública,	la	
fracción	 IV	del	artículo	6º	constitucional,	 apartado	A,	precisa	se	establecerán	
mecanismos	 de	 acceso	 a	 la	 información	 y	 procedimientos	 de	 revisión	
expeditos	que	se	sustanciarán	ante	los	organismos	autónomos	especializados	e	
imparciales	que	establece	la	propia	Constitución.	

A	nivel	local,	la	Constitución	Política	del	Estado	de	Veracruz	de	Ignacio	
de	 la	 Llave	 establece	 en	 su	 artículo	6º,	 reformado	por	 el	 decreto	de	 reforma	
constitucional	 publicado	 en	 la	 Gaceta	 Oficial	 del	 Estado	 de	 Veracruz,	 el	
veintisiete	de	abril	del	dos	mil	dieciséis,	en	materia	de	transparencia,	acceso	a	
la	 información	pública	 y	 protección	de	datos	personales,	 en	 el	 que	 se	 señala	
que,	toda	persona	gozará	del	derecho	a	la	información,	así	como	al	de	acceso,	
rectificación,	 cancelación	y	oposición	al	 tratamiento	de	 sus	datos	personales,	
frente	a	los	sujetos	obligados,	derecho	que	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	
el	artículo	67	fracción	IV,	del	ordenamiento	legal	en	cita,	se	garantiza	por	este	
Instituto	 Veracruzano	 de	 Acceso	 a	 la	 Información	 y	 Protección	 de	 Datos	
Personales,	 como	 organismo	 autónomo	 del	 Estado,	 de	 funcionamiento	
colegiado,	y	de	naturaleza	especializada	en	 la	difusión,	capacitación	y	cultura	
de	 la	 transparencia,	 imparcial	 y	 con	 jurisdicción	 material	 en	 su	 ámbito	 de	
competencia.	
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Por	 su	 parte,	 el	 artículo	 7º	 señala	 que	 toda	 persona	 podrá	 ejercer	 el	
derecho	 de	 petición	 ante	 las	 autoridades	 del	 Estado,	 de	 los	 municipios,	 así	
como	 de	 los	 organismos	 autónomos,	 los	 cuales	 estarán	 obligados	 a	 dar	
respuesta	 escrita,	motivada	 y	 fundada,	 en	 un	 plazo	 no	mayor	 de	 cuarenta	 y	
cinco	días	hábiles.	 	La	 ley	regulará	 los	casos	en	 los	que,	ante	el	silencio	de	 la	
autoridad	 administrativa,	 la	 respuesta	 a	 la	 petición	 se	 considere	 en	 sentido	
afirmativo.	

Por	 otro	 lado,	 la	 Ley	875	de	Transparencia	 y	Acceso	 a	 la	 Información	
Pública	 para	 el	 Estado	 de	 Veracruz	 de	 Ignacio	 de	 la	 Llave,	 dispone	 en	 sus	
artículos	4	párrafo	2;	5;	67,	140;	143	párrafo	primero,	y	145	párrafos	primero	
y	 segundo,	 que	 toda	 la	 información	 que	 los	 sujetos	 obligados	 generen,	
administren	o	posean	es	pública,	salvo	 los	casos	de	excepción	previstos	en	 la	
propia	 Ley,	 y	 por	 ende,	 toda	 persona	 directamente	 o	 a	 través	 de	 su	
representante	legal,	puede	ejercer	su	derecho	de	acceso	a	la	información	ante	
el	 sujeto	 obligado	 que	 corresponda;	 con	 la	 obligación	 para	 éste,	 de	 dar	
respuesta	 a	 la	 solicitud	 de	 información	 en	 un	 plazo	 de	 diez	 días	 hábiles	
siguientes	al	que	se	haya	recibido	dicha	solicitud.	

La	obligación	de	acceso	a	la	 información	se	cumple	cuando	se	ponen	a	
disposición	del	solicitante	los	documentos	o	registros	o	en	su	caso	se	expidan	
copias	simples	o	certificadas	de	la	información	requerida,	y	en	caso	de	que	la	
información	se	encuentre	publicada,	se	hará	saber	por	escrito	al	interesado	la	
fuente,	 el	 lugar	 y	 la	 forma	 en	 que	 puede	 consultar,	 reproducir	 u	 obtener	 la	
información.	

El	 solicitante	 a	 su	 vez	 puede	 impugnar	 la	 determinación	 del	 sujeto	
obligado	de	proporcionar	 o	no	 la	 información	 solicitada,	 cuando	 se	 actualice	
alguno	 de	 los	 supuestos	 previstos	 en	 el	 numeral	 155	 de	 la	 Ley	 875	 de	
Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública	para	el	Estado	de	Veracruz	de	
Ignacio	de	La	Llave.	

En	 el	 caso	 concreto,	 la	 parte	 recurrente	 expresa	 como	 agravio	 lo	
siguiente:	

“…	

La	comisión	en	ningún	momento	me	dio	 la	 información	 solicitada	por	el	 cual	presente	
(sic)	el	siguiente	recurso	de	revisión.		

…”	

Lo	cual	resulta	parcialmente	fundado	atento	a	lo	siguiente.	
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De	la	solicitud	primigenia	se	advierte	que	la	información	requerida	por	
la	ahora	recurrente	consistió	en	conocer	información	referente	a	la	compra	de	
la	bomba	de	agua	que	se	realizó	para	el	pozo	ubicado	en	el	 fraccionamiento	
residencial	 Dos	 Ríos	 Homex;	 así	 como	 copia	 del	 cheque	 o	 transferencia	
electrónica	donde	se	aprecie	el	monto	que	se	pagó	por	la	bomba	y	el	nombre	
de	 la	empresa	a	 la	cual	 le	 fue	adquirida;	de	 igual	manera	copia	del	dictamen	
que	se	realizó	a	la	bomba	que	se	sustituyó	donde	se	especifique	el	motivo	por	
el	cual	se	tuvo	que	cambiar	dicha	bomba	y	por	último,	copia	del	recibo	de	luz	
que	 paga	 el	 municipio	 por	 concepto	 de	 luz	 del	 pozo	 en	 el	 referido	
fraccionamiento.	

Por	lo	que,	en	términos	de	lo	dispuesto	en	los	artículos	3,	fracciones	VII,	
XVI,	 XVIII;	 4;	 5;	 9,	 fracción	 II	 de	 la	 Ley	 875	 de	 Transparencia	 y	 Acceso	 a	 la	
Información	 Pública	 para	 el	 Estado	 de	 Veracruz	 de	 Ignacio	 de	 la	 Llave,	 la	
información	solicitada	constituye	 información	pública;	por	 lo	que	el	ente	
obligado	se	encuentra	constreñido	a	publicitar	esa	información.	

Ahora	 bien,	 tal	 y	 como	 puede	 advertirse	 del	 agravio,	 el	 recurrente	
reclama	la	falta	de	respuesta,	lo	que	efectivamente	se	encuentra	acreditado,	en	
razón	a	que	durante	el	procedimiento	de	acceso,	el	sujeto	obligado	no	emitió	
pronunciamiento	alguno;	 lo	que	evidentemente	produjo	un	menoscabo	en	el	
ejercicio	del	derecho	de	acceso	a	la	información	del	solicitante.	

	
No	obstante	lo	anterior,	durante	la	substanciación	del	presente	recurso,	

el	sujeto	obligado	compareció	adjuntando	entre	otra	información	lo	siguiente:	
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Documentales	a	las	que	se	les	otorga	valor	probatorio	pleno	por	tratarse	

de	instrumentos	públicos	expedidos	por	servidores	públicos	en	el	ejercicio	de	
sus	funciones	y	no	existir	prueba	en	contrario,	en	términos	de	lo	previsto	en	
los	 artículos	 38,	 51	 y	 52	 de	 los	 Lineamientos	 Generales	 para	 Regular	 el	
Procedimiento	de	Substanciación	del	Recurso	de	Revisión.	

	
De	las	anteriores	capturas	de	pantalla	se	aprecian,	una	póliza	de	pago,	el	

desglose	de	un	presupuesto	realizado	para	el	sujeto	obligado	por	la	empresa	
Electro	 Bombas	 de	 Xalapa,	 un	 cuadro	 comparativo	 de	 dos	 cotizaciones	 de	
bomba	 sumergible,	 una	 factura	 expedida	por	 la	 empresa	Electro	Bombas	de	
Xalapa	 por	 el	 suministro	 e	 instalación	 de	 bomba	 sumergible	 y	 un	 motor	
sumergible	por	la	cantidad	de	ciento	setenta	y	tres	mil,	ochocientos	ochenta	y	
nueve	pesos	con	ocho	centavos	($173,889.08	M.N),	un	dictamen	emitido	por	la	
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empresa	 Motores	 Bombas	 y	 Equipos	 Industriales,	 un	 recibo	 de	 cobro	 por	
concepto	de	luz	expedido	por	la	Comisión	Federal	de	Electricidad	y	dirigido	al	
sujeto	 obligado	 por	 la	 cantidad	 de	 treinta	 y	 seis	mil	 quinientos	 cincuenta	 y	
cinco	pesos	con	cero	centavos	($36,	555.00	M.N)	correspondiente	al	periodo	
del	 treinta	 de	 noviembre	 al	 treinta	 y	 uno	 de	 diciembre	 del	 año	 dos	 mil	
dieciséis.	

	
Asimismo,	del	 contenido	del	 oficio	003/17	 se	 advierte	que	 se	 indica	 al	

solicitante	lo	siguiente:	
	
“…		
Con	respecto	a	la	compra	de	la	Bomba	de	agua	que	se	adquirió	para	el	suministro	de	agua	

potable	 a	 los	 Fraccionamientos	 “Residencial	Dos	Ríos”	 Y	 “Lomas	de	Miradores	 II”,	me	permito	
comentar	que,	de	acuerdo	al	dictamen	emitido	por	el	Ing.	Andrés	Mariscal	Hurton,	el	cambio	era	
necesario	 por	 una	 disminución	 en	 la	 presión	 de	 bombeo,	 misma	 que	 hacía	 imposible	 la	
distribución	del	vital	líquido	al	fraccionamiento	“Residencial	Dos	Ríos”,	puesto	que	el	suministro	
de	 agua	 potable	 al	 fraccionamiento	 “Lomas	 de	Miradores	 se	 hace	 por	medio	 de	 un	 rebombeo	
desde	una	cisterna	de	almacenamiento.	

…”	
	
Del	 cúmulo	 de	 información	 señalada,	 se	 tiene	 que	 se	 cumple	 con	 el	

derecho	 de	 acceso	 a	 la	 información	 del	 solicitante,	 por	 cuanto	 hace	 al	
dictamen	requerido,	copia	del	recibo	de	luz,	monto	pagado	por	la	bomba	a	la	
que	se	hace	alusión	en	la	solicitud	de	información	y	el	nombre	de	la	empresa	a	
la	cual	le	fue	adquirida.	

	
No	obstante	lo	anterior,	lo	parcialmente	fundado	del	agravio,	deviene	del	

hecho	 que	 si	 bien	 el	 sujeto	 obligado	 entre	 la	 información	 que	 remitió	 al	
presente	expediente,	acompañó	las	documentales	identificadas	como	“ORDEN	
DE	 PAGO”,	 “Impresión	 de	 Comprobante	 de	 Traspasos	 en	 Otros	 Bancos”	 así	
como	 la	 que	 se	 observa	 en	 su	margen	 superior	 derecho	 el	 número	 000245,	
con	 lo	 cual	 daría	 cumplimiento	 a	 la	 parte	 de	 la	 solicitud	 de	 información	
relativa	a	 la	copia	del	cheque	o	transferencia	electrónica;	 lo	cierto	es	que	las	
mismas	contienen	datos	personales	tales	como	números	de	cuenta	bancaria	y	
clabe	 interbancaria	 del	 beneficiario	 al	 que	 se	 efectuó	 el	 pago,	 tal	 y	 como	 se	
especificó	en	el	hecho	VI	de	ésta	 resolución;	 en	 razón	de	ello,	 tal	 y	 como	ha	
sido	referido,	éste	órgano	garante	requirió	al	sujeto	obligado	a	efecto	de	que	
informara	 si	 contaba	 con	 la	 autorización	 para	 la	 divulgación	 de	 esos	 datos	
personales	y	de	resultar	afirmativo,	enviara	el	documento	que	así	lo	acredite,	
o	en	su	caso,	que	remitiera	las	versiones	públicas	de	esos	documentos.	

	
Al	 respecto,	 el	 sujeto	 obligado	 remitió	 en	 fecha	 treinta	 de	 enero	 del	

presente	año,	el	oficio	00297/17	mismo	que	es	de	contenido	siguiente:	
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Del	 anterior	 oficio,	 se	 advierte	 que	 el	 sujeto	 obligado	 no	 da	

cumplimiento	 al	 requerimiento	 efectuado	mediante	 acuerdo	 de	 fecha	 veinte	
de	 enero	 del	 presente	 año,	 ello	 en	 razón	 a	 que	 se	 le	 solicitó	 que	 indicara	 si	
contaba	con	la	autorización	de	divulgación	de	los	datos	personales	a	los	que	se	
hace	referencia	en	ese	proveído,	o	en	su	caso	que	remitiera	la	versión	pública	
de	las	documentales;	no	obstante	a	lo	anterior,	el	sujeto	obligado	sólo	se	limitó	
a	señalar:	
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“…	puesto	que	solicita	la	remisión	de	documentos	que,	dentro	de	lo	estipulado	en	la	Ley,	
contienen	datos	personales,	mismos	que	están	en	resguardo	por	el	Comité	de	Transparencia	de	
la	Comisión	Municipal	de	Agua	Potable	y	Saneamiento	del	Municipio	de	Emiliano	Zapata,	Ver.	

	
Al	respecto	me	permito	mencionar	que,	 la	 información	entregada	en	Oficialía	de	Partes,	

específicamente	el	documento	signado	como	TRANSFERENCIA	DE	PAGO,	no	es	 factible	para	su	
entrega,	por	contener	información	personal	que	está	dentro	del	rubro	“RESERVADA”,	por	lo	que	
se	solicita	que	al	promovente	solo	se	entreguen	los	oficios	girados	para	el	mismo	fin.	

…”	
	
Así	de	las	manifestaciones	anteriores,	se	tiene	que	la	titular	de	la	unidad	

de	 acceso	 a	 la	 información	 del	 sujeto	 obligado	 es	 omisa	 en	 atender	 el	
requerimiento	 realizado	 e	 incluso	 efectúa	 el	 señalamiento	 con	 relación	 a	 la	
documental	denominada	 “TRANSFERENCIA	DE	PAGO”	 referente	a	que	no	es	
factible	 otorgarla	 al	 recurrente	 por	 contener	 información	 personal	
contemplada	bajo	el	 rubro	de	“RESERVADA”	y	por	otra	parte,	 con	relación	a	
los	documentos	que	contienen	datos	personales,	señala	que	se	encuentran	en	
resguardo	del	Comité	de	Transparencia	del	ente	obligado.	

	
Al	 respecto	conviene	establecer	algunas	consideraciones	con	relación	a	

los	supuestos	en	los	que	conforme	a	la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	
Información	Pública,	 la	 información	puede	ser	objeto	de	reserva,	así	como	el	
trámite	y	órganos	facultados	para	realizar	tal	declaratoria.	

	
En	ese	sentido,	de	acuerdo	al	segundo	párrafo	del	artículo	4	de	la	ley	de	

la	materia,	toda	la	información	generada,	obtenida,	adquirida,	transformada	o	
en	posesión	de	los	sujeto	obligados	es	pública	y	accesible	a	cualquier	persona,	
en	los	términos	y	condiciones	que	se	establezcan	en	la	Constitución	Política	de	
los	 Estados	 Unidos	 Mexicanos,	 los	 tratados	 internacionales	 de	 los	 que	 el	
Estado	Mexicano	sea	parte,	la	Ley	General	y	la	normatividad	aplicable,	y	sólo	
podrá	 ser	 clasificada	 excepcionalmente	 como	 reservada	 temporalmente	 por	
razones	de	interés	público,	en	los	términos	de	la	propia	ley.	

	
Por	otra	parte,	el	Título	Cuarto	de	la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	

a	 la	 Información	 Pública	 para	 el	 Estado	 de	 Veracruz	 de	 Ignacio	 de	 la	 Llave,	
regula	 la	 información	 Clasificada;	 así,	 en	 su	 capítulo	 I	 establece	 las	
disposiciones	generales	de	la	clasificación	y	desclasificación	de	la	información.	

	
Es	 así,	 que	 en	 el	 artículo	 55	 de	 la	 ley	 en	 comento,	 se	 dispone	 que	 la	

clasificación	es	el	proceso	mediante	el	cual	el	sujeto	obligado	determina	que	la	
información	 en	 su	 poder	 actualiza	 alguno	 de	 los	 supuestos	 de	 reserva	 o	
confidencialidad,	 de	 conformidad	 con	 lo	 dispuesto	 en	 la	 Ley	General	 y	 en	 la	
propia	ley	local.	
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A	su	vez,	el	artículo	56	del	cuerpo	normativo	en	estudio,	señala	que	los	

documentos	clasificados	como	reservados	serán	públicos	cuándo:	
	
I.	Se	extingan	las	causas	que	dieron	origen	a	su	clasificación;	
	
II.	Expire	el	plazo	de	clasificación;	
	
III.	 Exista	 resolución	 de	 una	 autoridad	 competente	 que	 determine	 que	

existe	 una	 causa	 de	 interés	 público	 que	 prevalece	 sobre	 la	 reserva	 de	 la	
información;	o	

IV.	 El	 Comité	 considere	 pertinente	 la	 desclasificación,	 de	 conformidad	
con	lo	señalado	en	el	Título	que	nos	ocupa.	

	
Por	 otro	 lado,	 el	 artículo	 58	 de	 la	 ley	 de	 la	materia,	 indica	 que	 en	 los	

casos	en	que	se	niegue	el	acceso	a	la	información,	por	actualizarse	alguno	de	
los	supuestos	de	clasificación,	el	Comité	deberá	confirmar,	modificar	o	revocar	
la	decisión;	precisando	que	para	motivar	la	clasificación	de	la	información	y	la	
ampliación	 del	 plazo	 de	 reserva,	 se	 deberán	 señalar	 las	 razones,	 motivos	 o	
circunstancias	especiales	que	llevaron	al	sujeto	obligado	a	concluir	que	el	caso	
particular	 se	 ajusta	 al	 supuesto	 previsto	 por	 la	 norma	 legal	 invocada	 como	
fundamento,	debiendo	en	todo	momento	el	sujeto	obligado	aplicar	una	prueba	
de	daño;	y	que	tratándose	de	aquella	información	que	actualice	los	supuestos	
de	clasificación,	deberá	señalarse	el	plazo	al	que	estará	sujeto	la	reserva.	

	
A	 su	 vez	 el	 numeral	 60	 de	 la	 ley	 de	 transparencia	 y	 acceso	 a	 la	

información	 a	 nivel	 local,	 establece	 que	 la	 clasificación	 de	 la	 información	 se	
llevará	a	cabo	en	el	momento	en	que:	

	
I.	S	e	reciba	una	solicitud	de	acceso	a	la	información;	
	
II.	Se	determine	mediante	resolución	de	autoridad	competente;	o	
	
III.	 Se	 generen	 versiones	 públicas	 para	 dar	 cumplimiento	 a	 las	

obligaciones	de	transparencia	previstas	en	la	ley.	
	
Por	otra	parte,	el	artículo	65	de	la	ley	en	análisis,	señala	que	cuando	un	

documento	 contenga	 partes	 o	 secciones	 reservadas	 o	 confidenciales,	 los	
sujetos	 obligados,	 para	 efectos	 de	 atender	 una	 solicitud	 de	 información,	
deberán	elaborar	una	versión	pública	en	la	que	se	testen	las	partes	o	secciones	
clasificadas,	 indicando	 su	 contenido	 de	 manera	 genérica	 y	 fundando	 y	
motivando	su	clasificación.	
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Ahora	bien,	el	artículo	67	de	la	Ley	875,	dispone	que	la	 información	de	
los	 sujetos	 obligados	 sólo	 estará	 sujeta	 a	 restricción	 en	 los	 casos	
expresamente	previstos	por	esa	ley,	por	lo	que	toda	la	que	generen,	guarden	o	
custodien	 será	 considerada,	 con	 fundamento	 en	 el	 principio	 de	 máxima	
publicidad	como	pública	y	de	libre	acceso.	

	
Así	el	artículo	68	de	la	ley	en	cita,	señala	cuales	son	los	supuestos	en	los	

que	la	información	debe	clasificarse	como	reservada	y	que	por	tanto,	no	podrá	
difundirse	excepto	dentro	de	los	plazos	y	condiciones	que	la	propia	ley	señala;	
en	este	sentido,	los	supuestos	de	reserva	son	los	siguientes:	

	
I.	Pueda	poner	en	riesgo	la	vida,	seguridad	o	salud	de	una	persona	
física;		
	
II.	 Obstruya	 las	 actividades	 de	 verificación,	 inspección	 y	 auditoría	 relativas	 al	

cumplimiento	de	las	leyes	o	afecte	la	recaudación	de	contribuciones;	
	
III.	Obstruya	la	prevención	o	persecución	de	los	delitos;	
	
IV.	La	que	contenga	las	opiniones,	recomendaciones	o	puntos	de	vista	que	formen	parte	

del	proceso	deliberativo	de	los	servidores	públicos,	hasta	en	tanto	no	sea	adoptada	la	decisión	
definitiva,	la	cual	deberá	estar	documentada;		

	
V.	Obstruya	 los	procedimientos	para	 fincar	 responsabilidad	a	 los	 servidores	públicos,	

en	tanto	no	se	haya	dictado	la	resolución	administrativa;		
	
VI.	Afecte	los	derechos	del	debido	proceso;	
	
VII.	 Vulnere	 la	 conducción	 de	 los	 expedientes	 judiciales	 o	 los	 procedimientos	

administrativos	seguidos	en	forma	de	juicio,	en	tanto	no	hayan	causado	estado;		
	
VIII.	Se	encuentre	contenida	dentro	de	las	investigaciones	de	hechos	que	la	 ley	señale	

como	delitos	y	se	tramiten	ante	la	Fiscalía	General	del	Estado;		
	
IX.	La	contenida	en	las	revisiones	y	auditorías	realizadas	directa	o	indirectamente	por	

los	 órganos	 de	 control	 o	 de	 fiscalización	 estatales,	 hasta	 en	 tanto	 se	 presenten	 ante	 la	
autoridad	competente	las	conclusiones	respectivas	y	haya	definitividad	en	los	procedimientos	
consecuentes;	y		

	
X.	Las	demás	contenidas	en	la	Ley	General.	
	
Por	otro	 lado,	 el	 tercer	párrafo	del	numeral	69	de	 la	 ley	de	 la	materia,	

señala	 que	 la	 información	 deberá	 ser	 clasificada	 por	 el	 Comité	 cuando	 se	
reciba	una	solicitud	de	acceso	a	la	información,	por	medio	de	un	acuerdo	que	
se	le	hará	saber	al	solicitante;	asimismo	que	el	área	que	tenga	la	información	
solicitada	bajo	su	resguardo	remitirá	al	Comité,	por	conducto	de	la	Unidad	de	
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Transparencia,	 el	 informe	 respectivo	 con	 los	 elementos	 necesarios	 para	
fundar	y	motivar	la	clasificación	de	la	información.	

	
Adicionalmente	el	artículo	70	de	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	

Información	Pública	para	el	Estado	de	Veracruz	de	Ignacio	de	la	Llave,	dispone	
que	 en	 todo	 caso	 que	 la	 autoridad	 funde	 y	 motive	 la	 clasificación	 de	 la	
información	como	reservada,	ésta	deberá	cumplir	los	siguientes	requisitos:	

I.	 Que	 la	 divulgación	 de	 la	 información	 represente	 un	 riesgo	 real,	
demostrable	e	identificable	de	perjuicio	significativo	al	interés	público;	

	
II.	 Que	 el	 riesgo	 de	 perjuicio	 que	 supondría	 la	 divulgación,	 supere	 el	

interés	público	general	de	que	se	difunda;	y	
	
III.	 Que	 la	 limitación	 se	 adecue	 al	 principio	 de	 proporcionalidad	 y	

represente	el	medio	menos	restrictivo	disponible	para	evitar	el	perjuicio	
	
Y,	 el	 artículo	 71	 del	 cuerpo	 normativo	 en	 consulta	 señala	 que	 la	

información	 reservada	dejará	de	 tener	dicho	 carácter	 y	 será	de	 acceso	 a	 las	
personas,	 cuando	 ocurra	 cualquiera	 de	 las	 causas	 que	 se	 señalan	 en	 las	
fracciones	I,	II,	III	y	IV	del	artículo	56	de	la	ley	de	la	materia.	

	
Por	 último,	 el	 artículo	 130	 de	 la	 ley	 875	 establece	 que	 el	 Comité	 se	

integrará	de	manera	colegiada,	por	un	número	impar	de	personas,	nombradas	
por	el	titular	del	sujeto	obligado,	entre	las	que	se	encontrara	el	responsable	de	
la	Unidad	de	Transparencia	y	conforme	al	numeral	131,	fracción	II	de	esa	ley	
cuenta	 entre	 sus	 atribuciones	 con	 la	 de	 confirmar,	 modificar	 o	 revocar	 las	
determinaciones	 que	 en	 materia	 de	 ampliación	 del	 plazo	 de	 respuesta,	
clasificación	 de	 la	 información	 y	 declaración	 de	 inexistencia	 o	 de	
incompetencia	realicen	los	titulares	de	las	áreas	de	los	sujetos	obligados.	

	
En	síntesis,	del	 cúmulo	de	disposiciones	normativas	referidas,	 tenemos	

en	principio,	 que	 toda	 la	 información	que	 generen,	 posean	o	 resguarden	 los	
sujetos	 obligados	 es	 de	 acceso	 público;	 que	 únicamente	 podrá	 limitarse	 ese	
acceso	por	 las	 razones	y	motivos	expresamente	señalados	en	 la	 ley,	de	 igual	
manera,	que	la	clasificación	de	la	información	se	efectuara	entre	otras	causas	
cuando	 se	 reciba	 una	 solicitud	 de	 información	 y	 lo	 requerido	 encuadre	 en	
alguno	de	los	supuestos	que	la	ley	contempla	para	considerarla	reservada;	que	
para	 efectuar	 la	 Clasificación	 ésta	 debe	 realizarse	 por	 conducto	 del	 órgano	
competente	para	 ello	 como	 lo	 es	 el	 Comité	de	Transparencia	de	 cada	 sujeto	
obligado	mediante	un	acuerdo	que	se	le	hará	saber	al	solicitante,	en	el	que	se	
expongan	los	fundamentos	y	razonamientos	legales,	por	los	que	se	estima	que	
en	 su	 caso	 debe	 clasificarse	 la	 información	 así	 como	 el	 periodo	 que	
comprenderá	 la	 reserva;	 que	 deben	 prepararse	 versiones	 públicas	 de	 esa	
información	 para	 atender	 a	 las	 solicitudes	 que	 se	 realicen;	 y	 que	 la	
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información	 reservada	 dejara	 de	 tener	 ese	 carácter	 cuando	 se	 presente	
cualquiera	 de	 los	 siguientes	 supuestos:	 Se	 extingan	 las	 causas	 que	 dieron	
origen	a	su	clasificación;	expire	el	plazo	de	clasificación;	exista	resolución	de	
una	 autoridad	 competente	 que	 determine	 que	 existe	 una	 causa	 de	 interés	
público	que	prevalece	sobre	la	reserva	de	la	información	o	el	Comité	considere	
pertinente	la	desclasificación.	

	
Como	 se	 puede	 advertir,	 la	 clasificación	 de	 la	 información	 como	

reservada	o	confidencial,	conlleva	un	procedimiento	detallado	y	ejercido	ante	
los	órganos	de	los	sujetos	obligados	con	competencia	para	ello,	como	lo	es	el	
Comité	de	Transparencia,	debiendo	cuidar	que	la	información	que	se	pretenda	
clasificar	 encuadre	 en	 alguna	 de	 las	 hipótesis	 contempladas	 por	 la	 ley	 y	
efectuando	 una	 prueba	 de	 daño,	 con	 la	 finalidad	 de	 constatar	 que	
efectivamente	existe	un	riesgo	de	que	con	la	divulgación	de	la	información	se	
puede	 ocasionar	 un	 daño	 mayor	 respecto	 del	 beneficio	 de	 proporcionar	 la	
información	y	que	por	tanto,	la	medida	más	proporcional	es	la	clasificación	de	
la	información	como	reservada	o	confidencial.	

En	el	caso	que	nos	ocupa,	tenemos	que	a	consideración	de	quienes	esto	
resolvemos,	 no	 se	 actualizan	 las	 hipótesis	 de	 reserva	de	 la	 información,	 con	
relación	 a	 las	 documentales	 identificadas	 como	 “ORDEN	 DE	 PAGO”,	
“Impresión	de	Comprobante	de	Traspasos	en	Otros	Bancos”	así	como	la	que	se	
observa	 en	 su	 margen	 superior	 derecho	 el	 número	 000245;	 en	 efecto,	 del	
contenido	de	las	citadas	documentales,	se	tiene	que	las	mismas	contribuyen	a	
la	 rendición	 de	 cuentas	 del	 sujeto	 obligado,	 en	 tanto	 que	 acreditan	 haber	
realizado	el	pago	respectivo	por	la	compra	de	la	bomba	de	agua	a	la	que	alude	
el	solicitante.	

	
En	 este	 sentido,	 no	debe	perderse	 de	 vista	 que	 conforme	 al	 artículo	 2,	

fracción	 I	de	 la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	 la	 Información	Pública	
para	el	Estado	de	Veracruz	de	Ignacio	de	la	Llave,	uno	de	los	objetivos	de	esa	
ley	es	el	de	promover,	fomentar	y	difundir	la	cultura	de	la	transparencia	en	el	
ejercicio	 de	 la	 función	 pública,	 el	 acceso	 a	 la	 información	 y	 la	 participación	
ciudadana,	así	 como	 la	 rendición	de	cuentas,	a	 través	del	establecimiento	de	
políticas	 públicas	 y	 mecanismos	 que	 garanticen	 la	 publicidad	 de	 la	
información	oportuna,	verificable,	comprensible,	actualizada	y	completa.	

	
Así,	de	 las	documentales	en	comento,	 como	ya	se	 indicó	no	se	advierte	

que	actualicen	alguna	de	 las	hipótesis	 contempladas	por	el	 artículo	68	de	 la	
ley	de	la	materia;	y	si	bien,	desde	el	momento	en	que	fueron	remitidas	por	el	
sujeto	 obligado	 al	 comparecer	 al	 expediente,	 se	 señaló	 que	 las	 mismas	
contienen	datos	personales,	ello	no	es	suficiente	para	decretar	que	no	puedan	
otorgarse	en	versión	pública;	se	afirma	lo	anterior,	en	razón	a	que	de	acuerdo	
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al	artículo	65	de	la	ley	875,	cuando	un	documento	contenga	partes	o	secciones	
reservadas	o	confidenciales,	los	sujetos	obligados,	para	efectos	de	atender	una	
solicitud	de	 información,	 deberán	 elaborar	 una	 versión	pública	 en	 la	 que	 se	
testen	las	partes	o	secciones	clasificadas.	

	
Conforme	 a	 lo	 expuesto,	 el	 sujeto	 obligado	 en	 el	 supuesto	 de	 que	 no	

contara	 con	 la	 autorización	 para	 la	 divulgación	 de	 los	 datos	 personales	
contenidos	 en	 la	 “ORDEN	 DE	 PAGO”,	 “Impresión	 de	 Comprobante	 de	
Traspasos	en	Otros	Bancos”	así	como	la	que	se	observa	en	su	margen	superior	
derecho	el	número	000245;	debía	en	todo	caso,	preparar	una	versión	pública	
de	 esos	 documentos	 y	 entregarla	 al	 solicitante;	 sin	 embargo	 como	 ya	 fue	
analizado	no	lo	hizo	así.	

	
De	ahí	que	el	agravio	devenga	parcialmente	fundado,	en	razón	a	que	ha	

quedado	 acreditado	 que	 por	 una	 parte	 si	 cuenta	 con	 documentación	 para	
cumplir	 con	 la	 parte	 de	 la	 solicitud	 de	 información	 relativa	 a	 la	 copia	 del	
cheque	 o	 transferencia	 electrónica	 donde	 conste	 el	 monto	 pagado	 por	 la	
bomba	 de	 agua	 y	 el	 nombre	 de	 la	 empresa	 o	 persona	 a	 la	 que	 se	 realizó	 el	
pago;	 y	 por	 otra,	 en	 razón	 a	 que	 no	 efectuó	 la	 versión	 pública	 de	 los	
documentos	en	donde	se	acreditan	esas	circunstancias.	

	
Es	 pertinente	 destacar	 que	 en	 los	 documentos	 identificados	 como	

“ORDEN	 DE	 PAGO”,	 “Impresión	 de	 Comprobante	 de	 Traspasos	 en	 Otros	
Bancos”	así	como	la	que	se	observa	en	su	margen	superior	derecho	el	número	
000245;	los	únicos	datos	personales	que	deben	testarse,	son	los	relativos	
a	los	números	de	cuenta	y	clabe	interbancaria	del	beneficiario	al	que	se	
realizó	el	pago;	 por	 lo	 que	 en	 todo	 caso	debe	 remitir	 la	 versión	pública	de	
esos	 documentos,	 mediante	 la	 vía	 electrónica,	 bien	 sea	 por	 el	 Sistema	
Infomex-Veracruz	 y/o	 al	 correo	 electrónico	 de	 la	 parte	 recurrente	
proporcionado	al	 interponer	el	recurso	de	revisión,	y	si	por	alguna	razón	no	
puede	 remitirla	 por	 esas	 vías,	 deberá	 compartir	 los	 archivos	 mediante	 la	
utilización	de	un	disco	duro	virtual	como	DropBox,	One	Drive	o	Google	Drive;	
indicando	al	 recurrente	el	 vínculo	electrónico	el	que	 se	 encuentre	alojada	 la	
información;	 lo	anterior	en	razón	a	que	al	 comparecer	al	expediente	remitió	
esa	 documentación	 por	 el	 Sistema	 Infomex-Veracruz,	 de	 ahí	 que	 resulte	
inconcuso	que	el	sujeto	obligado	tiene	acceso	a	las	nuevas	tecnologías,	aunado	
a	que	del	contenido	del	artículo	6	de	la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	
Información	 Pública	 para	 el	 Estado	 de	 Veracruz	 de	 Ignacio	 de	 la	 Llave,	 los	
sujetos	obligados	procurarán	reducir	los	costos	de	reproducción,	poniendo	la	
información	 a	 disposición	 de	 los	 particulares	 por	 medios	 electrónicos	 o	
electromagnéticos;	de	ahí	que,	en	el	caso	concreto,	se	estime	correcto	que	el	
ente	obligado	remita	por	esa	vía	la	versión	pública	señalada.	
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CUARTA.	Exhorto.	Cabe	destacar	que	el	legislador	estableció	una	serie	
de	 disposiciones	 que	 buscan	 garantizar	 un	 ejercicio	 expedito	 del	 derecho	de	
acceso	 a	 la	 información,	 así	 como	 poner	 en	manos	 de	 los	 sujetos	 obligados,	
herramientas	útiles	para	que	puedan	procesar	y	gestionar	en	 forma	rápida	y	
adecuada,	 las	 solicitudes	 de	 acceso	 a	 la	 información.	 De	 ahí	 que	 los	 plazos,	
principios	y	criterios	bajo	los	cuales	se	rige	el	ejercicio	del	derecho	de	acceso	a	
la	 información	 sean	 el	 de	 publicidad,	 sencillez,	 gratuidad,	 expedites	 y	
oportunidad.	

Este	 esquema	 no	 fue	 observado	 y	 consecuentemente,	 se	 generó	 un	
perjuicio	 y	 un	 retraso	 en	 el	 cumplimiento	 al	 derecho	 de	 acceso	 a	 la	
información	de	 la	Parte	Recurrente,	por	 lo	que	resulta	oportuno	exhortar	 al	
Sujeto	Obligado	para	que	en	posteriores	ocasiones	dé	cabal	cumplimiento	a	
los	procedimientos	y	términos	establecidos	en	 la	Ley	de	Transparencia	del	
Estado,	 respecto	 a	 la	 tramitación	 de	 las	 solicitudes	 de	 información	 que	 se	 le	
formulen,	apercibido	que	de	no	hacerlo	se	procederá	en	los	términos	del	Título	
Noveno	Capítulo	II	de	la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	
Pública	 para	 el	 Estado	 de	 Veracruz	 de	 Ignacio	 de	 la	 Llave,	 relativo	 a	 las	
Medidas	de	Apremio	y	Sanciones.	

En	 consecuencia	 al	 resultar	 parcialmente	 fundado	 el	 agravio,	 el	 sujeto	
obligado	para	dar	cumplimiento	a	la	resolución	deberá:	

1. 	Remitir	 la	 versión	 pública	 de	 los	 documentos	 identificados	
como	 “ORDEN	 DE	 PAGO”,	 “Impresión	 de	 Comprobante	 de	
Traspasos	 en	Otros	Bancos”	 así	 como	 la	que	 se	observa	 en	 su	
margen	 superior	 derecho	 el	 número	 000245;	 en	 los	 que	 los	
únicos	datos	personales	que	deben	testarse,	son	los	relativos	a	
los	números	de	cuenta	y	clabe	interbancaria	del	beneficiario	al	
que	 se	 realizó	 el	 pago,	 vía	 electrónica,	 bien	 sea	 por	 el	 Sistema	
Infomex-Veracruz	 y/o	 al	 correo	 electrónico	 de	 la	 parte	 recurrente	
proporcionado	al	 interponer	el	recurso	de	revisión,	y	si	por	alguna	
razón	 no	 puede	 remitirla	 por	 esas	 vías,	 deberá	 compartir	 los	
archivos	 mediante	 la	 utilización	 de	 un	 disco	 duro	 virtual	 como	
DropBox,	 One	 Drive	 o	 Google	 Drive;	 indicando	 al	 recurrente	 el	
vínculo	electrónico	el	que	se	encuentre	alojada	la	información.	

2. Informar	 a	 este	 instituto	 del	 cumplimiento	 de	 la	 resolución,	
adjuntando	el	soporte	documental	que	así	lo	acredite.	

Todos	 los	puntos	a	cargo	del	sujeto	obligado,	deberá	realizarlos	en	un	
plazo	 no	 mayor	 a	 cinco	 días,	 contados	 a	 partir	 de	 que	 cause	 estado	 la	
presente	 resolución,	 lo	 anterior	 en	 términos	 de	 los	 artículos	 218,	 fracción	 I;	
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238,	fracción	I	y	239	de	la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	
Pública	para	el	Estado	de	Veracruz	de	Ignacio	de	la	Llave.	

Por	lo	expuesto	y	fundado,	se:		

RESUELVE	

PRIMERO.	 Se	 modifica	 la	 respuesta	 otorgada	 por	 el	 ente	 obligado	
durante	 la	 substanciación	 y	 se	 le	 ordena	 que	 proceda	 en	 los	 términos	
precisados	en	la	consideración	tercera, lo	que	deberá	realizar	en	un	plazo	no	
mayor	 a	 cinco	 días,	 contados	 a	 partir	 de	 que	 cause	 estado	 la	 presente	
resolución.	

SEGUNDO.	 Se	 exhorta	 al	 sujeto	 obligado	 para	 que	 en	 posteriores	
ocasiones	dé	cabal	cumplimiento	a	los	procedimientos	y	términos	establecidos	
en	 la	 Ley	 de	 la	 materia,	 respecto	 a	 la	 tramitación	 de	 las	 solicitudes	 de	
información	que	se	le	formulen,	apercibido	que	de	no	hacerlo	se	procederá	en	
los	 términos	del	Título	Noveno	Capítulo	 II	de	 la	Ley	875	de	Transparencia	y	
Acceso	 a	 la	 Información	Pública	 para	 el	 Estado	de	Veracruz	de	 Ignacio	 de	 la	
Llave,	relativo	a	las	medidas	de	apremio	y	sanciones.	

TERCERO.	Se	informa	a	la	parte	recurrente	que:		

a)	 Cuenta	 con	 ocho	 días	 hábiles	 a	 partir	 del	 día	 siguiente	 en	 que	 se	
notifique	 la	 presente	 resolución,	 para	 que	manifieste	 su	 autorización	para	 la	
publicación	de	sus	datos	personales,	en	el	entendido	que,	de	no	hacerlo	así,	se	
entenderá	contestada	en	sentido	negativo;	de	conformidad	con	lo	dispuesto	en	
el	artículo	215	fracción	V	de	la	ley	de	la	materia;	

b)	 Deberá	 informar	 a	 este	 instituto,	 si	 se	 permitió	 el	 acceso	 a	 la	
información	y	si	le	fue	entregada	y	recibida	la	misma	en	los	términos	indicados	
en	este	fallo,	en	el	entendido	que,	de	no	hacerlo,	existirá	la	presunción	de	que	
la	resolución	ha	sido	acatada.	Lo	que	deberá	realizar	dentro	del	plazo	de	tres	
días	hábiles	posteriores	al	en	que	el	sujeto	obligado	cumpla	con	lo	mandado	en	
la	 presente	 resolución	 o	 de	 que	 fenezca	 el	 plazo	 otorgado	 para	 su	
cumplimiento;	y	

c)	La	resolución	pronunciada	puede	ser	combatida	por	la	vía	ordinaria	
mediante	 el	 Recurso	 de	 Inconformidad,	 ante	 el	 Instituto	 Nacional	 de	
Transparencia,	 Acceso	 a	 la	 Información	 y	 Protección	 de	 Datos	 Personales	
dentro	de	los	quince	días	hábiles	siguientes	a	que	surta	efectos	la	notificación	
de	la	resolución;	lo	anterior	de	conformidad	con	el	artículo	215,	fracción	VII	de	
la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	la	Información	Pública	para	el	Estado	
de	Veracruz	de	Ignacio	de	la	Llave.	

CUARTO.	Se	indica	al	sujeto	obligado	que:	
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a) En	 el	 término	 de	 tres	 días	 hábiles	 siguientes	 al	 que	 cumpla	 esta	
resolución,	deberá	informar	a	este	instituto	de	dicho	cumplimiento;	

b) Se	previene	al	titular	de	la	Unidad	de	Transparencia	que	en	caso	de	
desacato	 de	 ésta	 resolución,	 se	 dará	 inicio	 a	 los	 procedimientos	
contemplados	por	la	ley	de	la	materia.	

Todo	 lo	 anterior,	 con	 fundamento	 en	 lo	dispuesto	por	 el	 artículo	218,	
fracciones	 III	 y	 IV	de	 la	Ley	875	de	Transparencia	y	Acceso	a	 la	 Información	
Pública	para	el	Estado	de	Veracruz	de	Ignacio	de	la	Llave.	

Notifíquese	 la	 presente	 resolución	 en	 términos	 de	 ley	 y,	 en	 su	
oportunidad,	archívese	como	asunto	definitivamente	concluido.	

Así	lo	resolvieron	por	UNANIMIDAD	de	votos	los	integrantes	del	Pleno	
del	 Instituto	 Veracruzano	 de	 Acceso	 a	 la	 Información	 y	 Protección	 de	 Datos	
Personales,	 en	 términos	 del	 artículo	 91	 de	 la	 Ley	 875	 de	 Transparencia	 y	
Acceso	 a	 la	 Información	Pública	 para	 el	 Estado	de	Veracruz	de	 Ignacio	 de	 la	
Llave,	ante	la	secretaria	de	acuerdos,	con	quien	actúan	y	da	fe.	
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